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República de Panamá
Declaración  de Su Excelencia María Luisa Romero, Viceministra de Gobierno, durante el Segundo Ciclo  de revisión  del Examen Periódico Universal  del Consejo de Derechos Humanos

Respuesta a Preguntas
Ginebra, Suiza 6 de mayo de 2015
Muy buenos días.
A continuación responderé algunas de las preguntas que nos han sido facilitadas. En particular, abordaré las preguntas que guardan relación con los derechos de las personas privadas de libertad y los pueblos indígenas así como el funcionamiento de la administración de justicia.
. 
[SISTEMA PENITENCIARIO]
Para abordar nuestra compleja problemática penitenciaria, desde el 2010 el Estado implementa, con el apoyo técnico de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), una reforma penitenciaria integral enfocada en la reducción del hacinamiento, la capacitación del personal y el respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad.
Un logro importante de esta reforma ha sido la reapertura de la Academia de Formación Penitenciaria en el 2011, que desde esa fecha ha formado a casi 800 nuevos agentes penitenciarios, que constituyen alrededor del 50% del personal necesario para garantizar el adecuado funcionamiento del sistema penitenciario. Igualmente ha brindado cursos básicos al 80% del personal penitenciario.
Estamos mejorando las condiciones de trabajo del personal penitenciario. En particular hemos aumentado progresivamente el salario mensual de los custodios penitenciarios en más del 50%. También, estamos comprometidos con la adopción de una ley de carrera penitenciaria que establecerá requisitos para ingreso y un sistema de evaluación de desempeño y méritos con el fin de asegurar que dotamos al personal del sistema penitenciario de profesionalismo, incentivos y estabilidad laboral.
Hemos logrado la clasificación del 45% de las personas privadas de libertad condenadas y estamos en el proceso de clasificar algunos centros penitenciarios para poder separar a las personas detenidas preventivamente de las condenadas, entre otras separaciones que establece la ley.

Estamos próximos a iniciar la ocupación formal del centro penitenciario La Nueva Joya, con capacidad para más de 5 mil personas privadas de libertad, un centro que por su gran tamaño ha representado retos logísticos y administrativos que estamos tomando medidas para superar. Aprovecharemos su ocupación progresiva, que se enfocará en detenidos clasificados, para trasladar de manera temporal a privados de libertad que se encuentran en centros cuya infraestructura necesitan mejoras urgentes.
Para llenar los vacíos existentes en procedimientos en el marco de la gestión penitenciaria, estamos en el proceso de crear protocolos de actuación en distintos temas, como por ejemplo, procedimientos en casos de muertes de personas privadas de libertad, requisas de seguridad y de libertad religiosa.
Hemos activado el Patronato de Ayuda Post-Penitenciaria, con el fin de contribuir a crear oportunidades laborales para las personas liberadas.
Con respecto a las mujeres privadas de libertad, hemos realizado un diagnóstico desde una perspectiva de género y derechos con la colaboración de la UNODC y la Unión Europea y se ha diseñado un Programa especial de atención a las mujeres en situación de encierro. Con base en estos insumos adoptaremos una serie de medias, tales como: la emisión de un proyecto de libertades condicionales enfocado solo en mujeres, la priorización de sus conmutaciones de pena, el fortalecimiento de las capacidades de las juntas técnicas y del personal de seguridad en perspectiva de género, especialmente en Reglas de Bangkok, una campaña de sensibilización sobre los derechos de la mujer y el impacto de la privación de libertad, entre otros.

Por otro lado, aun cuando somos conscientes de que la construcción de centros penitenciarios no resuelve los problemas del sistema, entendemos que la mejora de la infraestructura a nivel nacional es necesaria para garantizar el respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad, las condiciones laborales del personal y para poder establecer programas efectivos de resocialización. 
Por esto, en los últimos meses hemos realizado diagnósticos de las estructuras de los centros de detención de personas adultas y de personas menores de edad. A partir de estos se determinaron los aspectos que requerían atención urgente y se elaboró un plan de mejoras que ya está en ejecución.
Además, tenemos planificada la construcción de 3 nuevos centros penitenciarios para adultos: dos para reemplazar las estructuras actuales, incluyendo un centro para mujeres con una unidad maternal, y otro en una provincia que no cuenta con centro penitenciario en la actualidad.

Para asegurarnos que estas construcciones cumplan con los estándares internacionales, estamos trabajando en una guía de estándares mínimos que deberán respetarse, incluyendo entre otros las Reglas de Bankgok, la Guía del Comité Internacional de la Cruz Roja Internacional y las Reglas de Naciones Unidas para la Protección de Menores Privados de Libertad. Aprovechamos la ocasión para solicitar al Sistema de Naciones Unidas la asistencia técnica en este sentido.
En materia de menores de edad detenidos, hemos priorizado la atención integral y las mejoras en infraestructuras. En febrero del 2012 se inauguró el Centro de Cumplimiento de Menores de Pacora. En el mismo se aplica un modelo de atención integral con enfoque bio psicosocial, en el que se enfatizan los talleres de formación, educación vocacional, la labor terapia y el inicio de actividades productivas para poder lograr la reinserción sociolaboral de estos jóvenes. Aproximadamente el 80% de los jóvenes que se encuentran en el centro de cumplimiento de Pacora participan en estos programas. Estaremos replicando este modelo en otros centros a nivel nacional.
[ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA]
En relación a las preguntas acerca de la implementación del sistema penal acusatorio, se tiene previsto que el mismo cobre vigencia en todo el país en septiembre de 2016. 
No obstante, desde septiembre de 2011 se ha implementado progresivamente en dos de los cuatro Distritos Judiciales que componen el país y a partir de septiembre de 2015 se aplicará en un tercer distrito. 
En aquellos Distritos Judiciales en los que ya se ha venido implementando este nuevo sistema, se han generado respuestas en plazos mucho más cortos y de forma más expedita. Según estadísticas oficiales, el tiempo de duración de los procesos judiciales en el sistema penal acusatorio disminuyó en un 63% en comparación con el sistema inquisitivo.

Asimismo, se aplican de manera excepcional las medidas cautelares privativas de libertad, disminuyendo entre el 60 y 70% la aplicación de la detención preventiva.

[PUEBLOS INDÍGENAS]
En relación a las preguntas sobre los derechos de los pueblos indígenas, estamos trabajando en el Plan de Desarrollo Integral al cual ya ha hecho referencia el jefe de delegación.
El Plan de desarrollo se ha dividido en 3 ejes: político y jurídico, económico y social. El eje político está dirigido al fortalecimiento de las estructuras y autoridades tradicionales para consolidar su interlocución frente a las instituciones del Estado y la sociedad nacional. El económico busca reducir los niveles de pobreza y mejorar las condiciones económicas de los pueblos indígenas de Panamá, mediante el fortalecimiento de sus estructuras productivas y económicas tradicionales, la promoción de la soberanía alimentaria y programas de desarrollo económico específicos. Finalmente, el eje social tiene como fin mejorar las condiciones de vida de los pueblos indígenas de Panamá mediante la implementación de programas específicos para aumentar los niveles de la educación, la cultura, la salud, la vivienda y las infraestructuras dentro de los territorios indígenas de Panamá.
La ejecución del Plan de Desarrollo estará a cargo de los diferentes Ministerios y otras entidades estatales bajo cuyos mandatos queden las acciones del Plan de Desarrollo, de las estructuras tradicionales y de otras instituciones que por sus capacidades técnicas o especialidades puedan implicarse en las labores de ejecución del Plan de desarrollo. Todas las instituciones que participarán en la ejecución del Plan coordinarán con las autoridades tradicionales y deberán trabajar en coordinación con ellas.

Actualmente se trabaja, en conjunto con los pueblos indígenas, en la Ley por medio de la cual se adoptaría este plan. 
Además se están implementando proyectos específicos para el mejoramiento de las condiciones de vida de los pueblos indígenas. Solo a manera de ejemplo, se ha proyectado que en la Comarca Ngäbe Buglé se dotará de agua potable y un baño sanitario a cada vivienda a través del Programa Sanidad Básica 100/0. Durante el 2015 se construirán 1,600 unidades sanitarias. También en esta comarca implementamos programas de educación que beneficiarán a más de 70 mil estudiantes. 
En relación a la pregunta sobre las medidas que el Estado panameño está adoptando frente al aumento del nivel del mar que afecta algunas islas del caribe, el Estado panameño reconoce que esto constituye una amenaza real para las comunidades costeras en Panamá y hay lugares altamente vulnerables como es la comarca de Guna Yala. 

El Estado realizará una estrategia de adaptación y, basándose en los análisis de vulnerabilidad de la zona se diseñarán las medidas requeridas para esta área en conjunto con las comunidades,  en donde se identificará la mejor opción para hacer frente a este impacto. La planificación del uso de la tierra en la parte continental de la Comarca es una opción que permitiría reubicar la población insular en su propia comarca, en caso de que sea necesario un reasentamiento de las comunidades insulares.

[BONYIC]

Mediación del Ministerio de Gobierno logra consolidación de acuerdo entre Proyecto Hidroeléctrico Bonyic y pobladores afectados

A través de un proceso de diálogo que llevó a cabo el Gobierno, se puso fin a 4 años de conflicto entre la empresa Hidroecológica del Teribe S.A. y moradores de la comunidad Teribe en Bocas del Toro, afectados por la construcción del proyecto hidroeléctrico Bonyic. A finales de abril, la empresa Hidroecológica del Teribe S.A. hizo entrega de indemnizaciones económicas a un total de 32 familias por un monto de $480 mil dólares.

El acuerdo se logró dialogando con la empresa y los moradores y se consideró un acuerdo satisfactorio para todas las partes cuyo propósito es “hacer justicia y devolver la paz y la armonía a la comunidad”. 
Este es un ejemplo de los intentos que lleva haciendo el Estado por resolver cualquier diferencia a través del diálogo. 

Muchas gracias…
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